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7.
Política estructural y ayuda financiera  pública

	El ámbito de aplicación del futuro FEP y los compromisos presupuestarios específicos debería permitir cubrir todas las áreas relevantes de la nueva PPC. Debería, en particular, tratarse de medidas para apoyar y valorizar las relaciones de asociación entre los científicos y las partes involucradas, con el fin de mejorar la credibilidad y la calidad de los informes científicos, de iniciativas destinadas a la protección del medio marino, en particular las tomadas por el sector  pesquero (véase el proyecto de desarrollo "Guardianes del mar" a propósito del cual se pronunció el CCPA).
Una reorientación de los recursos financieros de la UE dependerá de los nuevos objetivos eventuales que se asignará la futura PPC. Las disposiciones actuales del FEP ya permiten una reprogramación de los fondos, a través de una adaptación de los programas operativos de los Estados miembros, como fue el caso, por ejemplo, para contrarrestar los efectos de la crisis del carburante en el sector de la pesca. 

Gracias a sus herramientas de auditoría y control, sus Comités de evaluación y de seguimiento, la Comisión, en conexión con los Estados miembros, constituye la principal garantía de la sinergia y la coherencia necesaria entre los fondos que se derivan de la PPC y los otros instrumentos comunitarios. 

Los pilares de la futura PPC serán probablemente muy similares a los que se conocen hoy y que se enuncian en el artículo 1º  del reglamento de base que instituye la PPC. Prevén necesariamente medidas coherentes para mecanismos de coordinación, si se quiere que estén incluidos en una  política común. A priori, cada Estado miembro establece objetivos estratégicos que contienen su visión a largo plazo en cuanto a la evolución de  su política en los ámbitos de pesca y de acuicultura. Así pues, es teóricamente lógico pensar que la ayuda pública esté supeditada a la consecución de estos objetivos. Para más claridad conviene, en cualquier caso, ponerse de acuerdo sobre lo que se entiende por "consecución de los objetivos estratégicos" (grado de realización, naturaleza de los objetivos, quién los evalúa y cómo, etc.). 

Hay un número de acciones de apoyo cada vez mayor que requieren un tratamiento a nivel europeo, entre las que se incluye, por ejemplo, el concepto de acciones de promoción a nivel transnacional. La PPC reformada debería proporcionar medidas que permitan la utilización de los fondos del FEP para tales acciones de interés común. 
En julio de 2008, el Consejo de la UE adoptó derogaciones temporales a las normas del FEP para responder a las consecuencias económicas generadas por la crisis del sector. A pesar de las divergencias existentes en el CCPA en lo que respecta a la pertinencia de este paquete, cabe recordar que los Estados miembros no recurrieron o recurrieron poco a este instrumento complejo y burocrático. Es necesario pues, a toda costa, simplificar las normas para volverlas accesibles, al igual que favorecer la reprogramación de los fondos del FEP así como facilitar su utilización. 

El apoyo financiero público debe concederse de la misma manera a todos los sectores, con una atención especial para la pesca de bajura  y artesanal, y para las actividades acuícolas, con el fin de asegurar un tratamiento equitativo. El FEP, por su parte, no debe seguir diferenciando entre las regiones que dependen o no del objetivo de convergencia, ya que las necesidades de ajuste de las pesquerías y el sector de la acuicultura son esenciales en toda Europa independientemente de los criterios macroeconómicos relativos a la cohesión económica  y social. 


	Las subvenciones a  favor del sector pesquero deberían estudiarse caso por caso y con flexibilidad, especialmente si se trata de ayudar a los pescadores para que adopten técnicas pesqueras más selectivas, de apoyarlos  en gestionar una pesca  más sostenible, en sus iniciativas en materia de seguridad, en las medidas sobre la recuperación de recursos (paradas biológicas temporales), o finalmente, en el marco de medidas de interés común, etc.  

Las ONG ecologistas consideran que en el pasado, las ayudas públicas no han servido para que el sector pesquero se vuelva más sostenible y han contribuido en gran medida a empeorar el problema de la sobrecapacidad pesquera. Según ellas, tanto la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sostenible celebrada en Johannesburgo como la OMC, en donde se están negociando actualmente las ayudas a la pesca, así lo han reconocido. En línea con el mandato de negociación acordado por los Ministros de la OMC en Hong Kong, las ONG ecologistas creen que la UE debería asegurarse de que los subsidios no contribuyan a la sobrecapacidad y el exceso de pesca.

Algunos miembros del CCPA consideran inaceptable que a un Estado miembro se le pueda retirar la financiación para todo un sector en caso de incumplimiento de las reglas de la PPC. Ello significaría que se penalizaría a todos los operadores por el mero hecho de que algunas administraciones u operadores no cumplen los reglamentos. Otros creen que las ayudas públicas deberían condicionarse a la correcta aplicación de la PPC por parte de los Estados miembros. 




